Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado de la República tiene el gusto de 
recibir al señor Letrado Jefe de Sección del Servicio de Relaciones Internacionales del Consejo 
General del Poder Judicial de España, doctor Jorge Carrera Doménech. 


Para esta Comisión es un honor muy especial poder recibir al doctor Carrera Doménech, de 
quien sabemos que, pese a su breve estadía en el país, ya ha cumplido y desarrollado una muy 
extensa agenda. Esperamos que haya sido bien recibido  -seguramente lo fue- por parte de nuestros 
compatriotas. 


Esta Comisión está integrada por Legisladores pertenecientes a todos los Partidos Políticos 
con representación parlamentaria en el Senado de la República. Se encuentran aquí presentes los 
señores Senadores Michelini, Ríos y Korzeniak y la señora Senadora Percovich, que pertenecen al 
Frente Amplio; el señor Senador Julio María Sanguinetti, del Partido Colorado, quien es además un ex- 
Presidente de la República Oriental del Uruguay y, finalmente, quien habla, Francisco Gallinal, 
perteneciente al Partido Nacional. 


Damos nuevamente una cálida bienvenida al doctor Carrera Doménech, a quien cedemos el 
uso de la palabra. 


SEÑOR CARRERA DOMENECH.- Agradezco al señor Presidente sus palabras y, ante todo, quiero 
decir que es para mí un placer tener hoy la oportunidad de compartir unos minutos con los señores 
Senadores, a fin de conversar sobre el tema que, fundamentalmente, me ha traído a Uruguay, que es 
el de la posible reforma del proceso penal. 


Como decía, para mí es un honor poder compartir con los miembros de esta Comisión este 
tiempo en el que trataremos una cuestión que implica directamente al Poder Legislativo. Por lo tanto, 
entiendo que nos encontramos en el ámbito de trabajo de uno de los actores fundamentales y 
relevantes en esta materia. 


Como bien decía el señor Presidente, estoy orgánicamente dependiendo en España del 
Consejo General del Poder Judicial que, como bien saben los señores Senadores, es el órgano de 
gobierno de la Magistratura española en materia de relaciones internacionales aunque, en lo personal, 
me he acostumbrado un poco a no tener exclusivamente una dependencia orgánica, sino múltiples 
dependencias funcionales. 


Alos efectos de aclarar un poco más el objetivo de mi visita al Uruguay y de contextualizarla, 
debo decir que he llegado por cuenta de la Agencia Española de Cooperación Internacional, la que 
normalmente se sirve de técnicos o expertos de instituciones españolas en cada uno de los sectores 
para realizar actividades, ya sea de formulación de proyectos, de preidentificación o de identificación 
de posibles áreas de interés. 


En este caso, la Agencia -con la cual trabaja muy activamente el Consejo General del Poder 
Ejecutivo, prestando asesoramiento técnico- me encargó que viniera a Montevideo con el fin de 
trabajar con las diferentes instituciones judiciales, con el Poder Legislativo y con el Poder Ejecutivo 
para, de alguna forma, determinar cuál es el sentir con relación a la posible reforma del proceso penal, 
y transmitir su voluntad de colaborar si las instituciones uruguayas consideran que pueden existir 
ventajas comparativas o algún interés en ese sentido. 


Al respecto, adelanto que mi país y sus instituciones estarán dispuestos a trabajar con 
ustedes, con mucho gusto, en una materia muy interesante e importante desde el punto de vista social, 
de estructuración y vertebración de la sociedad. Por lo tanto, nosotros siempre estamos dispuestos a 
dar nuestro apoyo. De cualquier manera, con países como la República Oriental del Uruguay, en lugar 
de cooperación, en realidad, entiendo que deberíamos hablar de trabajo conjunto de intercambio de 
experiencias en dos sentidos. Sin duda, cuando la información fluye en ambos sentidos constituye un 
elemento muy enriquecedor para nosotros, para nuestras instituciones y magistrados. Además, 


tratándose de países con los cuales nos unen lazos culturales, históricos, económicos y políticos, el 
poder compartir experiencias es muy valioso para nosotros y, seguramente, también para la nación 
receptora. En definitiva, ese es el motivo que me trae hasta acá. 


Por otro lado, desde que llegué al Uruguay -hace bien poco; a primera hora de la mañana de 
ayer-, como bien indicaba el señor Presidente, tuve oportunidad de desarrollar una muy apretada, pero 
no menos interesante, agenda. En tal sentido, me entrevisté con el señor Secretario de la Presidencia 
de la República, doctor Gonzalo Fernández, con quien hablamos de estos temas y, fundamentalmente, 
acerca de la visión y el posicionamiento del Poder Ejecutivo con relación a una posible asistencia 
técnica o colaboración con las instituciones españolas. Luego, tuve el honor de reunirme con los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia y con el Ministerio Fiscal. A su vez, esta mañana estuve en 
contacto con varios miembros de la Comisión que se formó para la redacción de un nuevo Código 
Procesal Penal, y ahora tengo el gran honor de dirigirme a esta Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado, que es un actor relevante en la materia, y además, el aporte que pueda hacerse en su 
seno será muy importante de cara a los objetivos que indiqué anteriormente. Posteriormente, tendré 
una entrevista en el Ministerio de Educación y Cultura. En el día de mañana comenzaré, a primera 
hora, con una reunión con representantes de la Cooperación Española; luego voy a tener el honor de 
asistir a una reunión de la Comisión que está trabajando en la futura ley de proceso penal y, finalmente, 
tendré una reunión de evaluación con la Suprema Corte de Justicia. 


Desde que empecé las entrevistas y los contactos institucionales, creo que la primera 
conclusión que se impone es muy positiva. He podido detectar, de parte de todas las instituciones con 
las que he tenido la oportunidad de conversar hasta ahora, una reflexión en el sentido de que hay que 
reformar el proceso penal, evolucionando hacia uno que esté más en sintonía con los países punteros 
en cuanto a defensa de garantías y respeto de derechos fundamentales, con parámetros procesales 
que actualmente se consideran más avanzados. Yo creo que esa es una reflexión positiva. 


Otro dato positivo que he podido detectar es que, a pesar de que existen algunas diferencias 
entre instituciones en cuanto a la concepción de cómo debe ser la reforma, o alguno de sus elementos 
-lo que me parece absolutamente natural y lógico, no sólo en el marco de un Estado democrático, sino 
también en el de las relaciones institucionales, que son complejas y que parten de roles y 
posicionamientos distintos-, existe una clara voluntad de diálogo con el fin de avanzar en el reto de 
modernizar y reestructurar el proceso penal. 


Por tanto, pienso que se puede empezar a trabajar sobre esas bases, y en ese sentido he 
lanzado algunas propuestas que me gustaría compartir con los señores Senadores. 


Una primera propuesta que he realizado a las diferentes instituciones -y que en general ha 
sido recibida positivamente- es la de tratar de apoyar a la Comisión que está trabajando en la ley 
procesal penal con una asistencia técnica española de muy alto nivel, por la sencilla razón de que, 
muchas veces, el hecho de incorporar a estas estructuras o instrumentos de debate determinados 
perfiles que no sólo sean relevantes desde el punto de vista profesional, de su prestigio, sino que 
además procedan de contextos institucionales distintos, puede ayudar a aproximar posiciones o a 
encontrar caminos o veredas que hasta ese momento no se vislumbraban. Podríamos poner a 
disposición de la Comisión, por ejemplo, a un magistrado español de muy alto nivel de la Corte 
Suprema, conocido y apreciado por su prestigio a nivel internacional, quien no sólo aportaría una visión 
práctica desde el Poder Judicial, sino también desde un contexto distinto, de un proceso penal oral que 
viene funcionando desde hace bastantes años y que creo que ha aportado una serie de ventajas. 


Otra posibilidad que se me ocurría y acerca de la cual he tenido ocasión de departir con 
algunas instituciones, era la de organizar unas jornadas sobre reforma del proceso penal en el 
Uruguay, con la participación de las diferentes instituciones y los distintos actores uruguayos, así como 
de expertos españoles, sobre todo para tratar de debatir algunos aspectos fundamentales o que se 
evidencian como importantes -y, a lo mejor, también problemáticos- de cara a una futura reforma. Estas 
jornadas podrían tener un doble formato: uno general, y luego un formato por mesas o talleres de 
trabajo temático, a partir de lo cual se elaborarían conclusiones finales que trataran de sintetizar el 
sentir de las diferentes instituciones y, en su caso, los posibles consensos encontrados en diferentes 
puntos. Pensamos que esto podría ser importante, porque contribuiría a generar un cierto estado de 
opinión y un cierto debate interinstitucional, que de alguna forma se enriquecería por la aportación, una 
vez más, de juristas o de expertos que proceden de otro contexto y que, por así decirlo, no están 
dentro de la dinámica de las relaciones institucionales locales. 


Paralelamente, en el supuesto de que efectivamente la reforma avance, creo que también 
sería el momento de pensar en un posible proyecto bilateral de cooperación con España. Pensamos 
que podría ser muy interesante, tanto como diseño de estrategias de implementación de la ley, como 
de apoyo a ésta. Creemos que los procesos legislativos no se agotan con la elaboración de las 
normas; para evitar problemas o disfunciones sociales, especialmente cuando estamos hablando de 
reformas legislativas de profundo calado, no sólo es muy importante acertar en el modelo y, por tanto, 
llevar a cabo un proceso legislativo de calidad -estriciamente hablando-, que consiga emanar un 
modelo lo más adecuado y perfecto posible, sino también, paralelamente, diseñar una estrategia clara 
de implementación, que trate de advertir los posibles riesgos que, desde luego, siempre existen y que 
son absolutamente irreducibles a cero. Cualquier reforma de calado, por su propia dinámica, va a 
generar algunas reacciones inducidas; sin embargo, en la medida en que se prevean, se pueden 
amortiguar sus riesgos, así como las disfunciones -que pueden generar un clima social y político 
contrario a la reforma-, evitando que ello origine algunos problemas de implementación, interiorización 
y aceptación de la nueva norma. 


Junto con esto podría realizarse una actividad de estudio de los impactos presupuestarios que 
la reforma pueda traer consigo. Pensamos que ese también es un elemento muy importante, porque 
tratar de prever los esfuerzos presupuestarios que tienen que llevarse a cabo para implementar una 
reforma nos evita encontrarnos con sorpresas en el camino, que siempre son más difíciles de corregir 
sobre la marcha que si han sido previstas. 


Esta es un poco la situación de mi actividad a la fecha. Lógicamente, las entrevistas 
continúan de acuerdo con la agenda que les adelanté. Mi propósito es terminar mañana a medio día, 
elaborando un informe lo más rápido y completo posible acerca del resultado de todas las entrevistas, 
así como de la situación institucional de cara a la reforma, a fin de presentarlo a la Agencia Española 
de Cooperación Internacional (AECI) para que, si existe el visto bueno por parte de las instituciones 
uruguayas, ésta pueda implicarse en todas esas actividades, lo que pensamos que sería muy positivo 
para todos. 


Esto es lo que quería adelantarles por el momento. Ahora, me gustaría mucho poder 
compartir con ustedes algunas de esas cuestiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin lugar a dudas, las ideas que el doctor Carrera Doménech nos trae sobre 
cooperación internacional en esta materia van a ser muy bien recibidas, tanto en lo que tiene que ver 
con todo el proceso de elaboración del anteproyecto de ley del nuevo Código de proceso penal, como 
en la posible ilustración del Derecho comparado -que puede ser y es muy interesante-, y en las otras 
áreas a que hizo referencia, ya que una vez aprobada la ley, sería conveniente realizar seminarios o 
trabajos académicos que nos ayuden a preparar el terreno para su más pronta y eficaz 
implementación. 


A usted le consta que en el Uruguay, no solamente está muy consolidado el principio de la 
separación de Poderes, sino que también los uruguayos estamos orgullosos de la forma en que ha 
actuado el Poder Judicial y la independencia con que se ha movido. No obstante, somos conscientes 
de que en estos tiempos tenemos algunas dificultades de forma provenientes, precisamente, de los 
procedimientos de carácter penal. Más aún, en estos últimos tiempos algunos organismos 
internacionales han realizado sugerencias al Uruguay referidas a la manera en que se aplica el Código 
de Procedimiento Penal y la eventualidad de su modificación para hacer, por lo menos, un poco más 
rápidos los trámites, a efectos de hacer justicia en un lapso menor al que estamos acostumbrados en el 
país. O sea que ese es un tema importante. 


En el Uruguay, la creación de la Comisión que estudia el Código de Procedimiento Penal es 
producto de una ley, la cual fue aprobada con el respaldo de todos los sectores políticos. A su vez, se 
creó una Comisión para la redacción de un anteproyecto de Código Penal, que es otra materia en la 
que el Uruguay está trabajando, a través de distintos especialistas, todos ellos compatriotas, pero que 
están abiertos a asesoramientos y cooperación de estas características, las cuales serán muy bien 
recibidas. 


Está a consideración de la Comisión este tema. Quiero informar a nuestro invitado que se ha 
incorporado a esta sesión el señor Senador Moreira, integrante del Partido Nacional. 


SEÑOR MICHELINI.- Como bien expresaba el señor Presidente, se crearon, por ley, dos Comisiones, 
una que estudia el Código de Procedimiento Penal y, la otra, el Código Penal, y si mal no recuerdo, 


estarían terminando su trabajo a fin de año o, por lo menos, tendría que brindar sus avances en ese 
momento. 


El Código de Proceso Penal, como también las normas penales, son temas complejos donde 
están las disposiciones que ya tienen un carácter universal o internacional, pero también las propias 
tradiciones de los países. En cuanto al tema penal, tenemos algunos maestros, que fueron los que 
constituyeron, en su oportunidad, las normas y que, sin duda, pesan en todos nosotros a la hora de 
realizar modificaciones. Por lo tanto, toda ayuda para recopilar información, asesoramiento y estudio 
para cada una de estas Comisiones, va por el buen camino. Todo lo que signifique llegar a instancias 
consensuadas, donde la labor parlamentaria -que siempre en el Uruguay es muy detallista, seria y 
sólida-, tenga un trabajo argumental y de análisis de lo que se quiere hacer, va por el buen camino. 


En consecuencia, me quería sumar a lo que puede ser una ayuda porque, sin duda, la tarea 
es muy ardua y ambiciosa. Son temas de gran sensibilidad pública, con tradiciones propias, pero 
tenemos plazos muy cortos, que no hacen a la velocidad que los tiempos de hoy requieren y que a 
veces la propia situación mediática también demanda. Nosotros tenemos un porcentaje muy alto de 
gente sin condena, por lo que los procesos son relativamente largos. Entonces, agradezco todas las 
ayudas que en este tema se nos puedan dar a los efectos de llegar con algo lo más sólido posible y 
que reúna el mayor consenso político, para que sea viable. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Ante todo, quiero agradecer la presencia del doctor Carrera Doménech. 


Seguramente nuestro invitado, en sus contactos, habrá podido apreciar que este es un tema 
que viene discutiéndose desde hace ya largo tiempo -diez años, exactamente, en este último tramo- y 
en su momento se llegó a un proyecto, con las dos tendencias clásicas en pugna. En este caso, al ir a 
un proceso acusatorio -que no era la tradición nacional- en la búsqueda de un proceso más ágil, se 
generaron rispideces y discusiones. Finalmente, se había llegado a un proyecto que parecía ser de 
transacción, pero no lo fue. Luego, ya en el siguiente período parlamentario, se volvió al tema, y ahora 
se recayó en él, en este nuevo período parlamentario y nuevo Gobierno, a raíz de algunos 
planteamientos que hubo por la situación de criminalidad actual, hacinamiento en las cárceles, 
etcétera. Este es un tema que, en estas horas, ha vuelto a plantearse por parte de la propia señora 
Ministra del Interior, que ha insistido en que estamos de nuevo en una situación compleja desde ese 
ángulo, y también ha habido otros temas, de instancias internacionales, con relación a otros 
procesamientos. 


Diría que el tema del Código Penal, más allá de algunos debates específicos, no es tan arduo, 
pero el de Procedimiento es mucho más complejo en su debate y en su solución: hay tradiciones 
doctrinarias y prácticas encontradas, así como visiones diversas desde la magistratura judicial o desde 
la magistratura fiscal, que naturalmente hacen a la cuestión. La doctrina la tenemos todos en las 
bibliotecas; el tema es, sobre todo, recoger experiencias y ver cuáles han sido más felices y cuáles 
menos, desde un punto de vista europeo. 


Nuestro Derecho tiene una raíz hispánica, pero luego fue desarrollando, en el siglo XIX, otro 
tipo de influencias: italianas, en la parte penal y procesal; francesas, en el Derecho Civil y en muchos 
aspectos; etcétera. No entro en el Derecho Público porque está presente aquí el Profesor en la materia 
y no quiero invadir su jurisdicción; pero en definitiva, la experiencia española es siempre una referencia 
importante, máxime cuando en los últimos años se ha hecho un gran esfuerzo de cambio, con sus 
particularidades. 


De modo que creo que el gran acento debe estar, sobre todo, en la evaluación de 
experiencias sobre estas diversas instancias, en un régimen que es bastante distinto al español en 
cuanto a la estructura del Estado, porque la estructura descentralizada del Estado español es 
sustantivamente distinta a la estructura unitaria del nuestro. Incluso, los Juzgados Nacionales 
españoles siempre nos producen cierta perplejidad; cuando siempre aparecía el Juez Garzón, uno se 
preguntaba si no había otro Juez en España, si no había turnos, si no se rotaba nadie. Pero, en 
definitiva, quería simplemente acentuar el tema de la experiencia, que creo que va a ser lo más valioso 
para la aproximación a nuestra realidad. 


SEÑOR KORZENIAK.- Agradezco mucho la visita al distinguido invitado y creo que, tal como acaba de 
señalar el señor Senador Sanguinetti, este intercambio de experiencias es muy importante, sobre todo 
porque se trata de dos países que comparten tradiciones jurídicas, históricas y emotivas, bastante más 
llamativas que en otros casos. 


En épocas en que el Derecho en el Uruguay no se aplicaba, tuve oportunidad de visitar 
España -allí sí funcionaba- e incursionar en el Derecho catalán. A raíz de la invitación de un gran 
amigo, el profesor Isidre Molas, en Barcelona tuve oportunidad de participar y dar alguna clase muy 
modesta, porque las preguntas que me hacían eran sobre Derecho Penal y, obviamente, no era ese mi 
fuerte; allí pude advertir algunas diferencias importantes con el funcionamiento del Proceso Penal en 
Barcelona. Incluso, me explicaron algunas diferencias entre las tradiciones catalanas y las de otras 
regiones españolas, también en materia del Proceso Penal, lo que da un enriquecimiento a quien 
aporta ese conocimiento en el caso de un país como el nuestro, donde el Proceso Penal no puede 
tener características distintas según se trate de las diferentes zonas; prácticamente no las tiene, salvo 
Rocha -departamento en el cual nací-, donde también en el Proceso Penal ha habido algunas 
peculiaridades. 


En nuestro país sigue pendiente una discusión que, a lo mejor, es más teórica que real -está 
a estudio en la Comisión- entre el proceso inquisitivo y el proceso acusatorio. Me da la impresión -y lo 
pude captar ya que, en esa oportunidad, así me lo explicaron en Barcelona- de que es más una 
discusión un poco tradicional, estándar, de cómo se debe resolver el Proceso Penal en la práctica 
legislativa y en la práctica real. 


Me parece que sería muy útil transmitir las experiencias que hay en España en cuanto a las 
demoras en los procesos penales, que aparentemente no han sido superadas no sólo en el Uruguay, 
sino tampoco en ese país, en el resto de Europa ni en los Estados Unidos; se trata de un tema muy 
complejo, sobre todo cuando se le quiere conciliar con todas las garantías procesales. 


Quería celebrar esta visita y transmitir que si bien no estamos huérfanos de teoría del 
Proceso Penal, por decirlo así -por el contrario, hemos cambiado desde el viejo Código de Instrucción 
Criminal, el CIC, como se le llamaba, pasando por el Código del Proceso Penal, hasta reformas que se 
hicieron y después tuvo que declararse por una ley que no la podíamos llevar adelante porque no 
teníamos elementos para aplicarla, y hoy día estamos de nuevo en ese trabajo-, hay interés en este 
tipo de colaboración que nos pueda prestar sobre todo España -aunque también otros países-, donde 
en materia penal, probablemente por algunas afinidades casi de tipo emotivas, la transmisión de 
experiencias puede ser sumamente importante. 


De manera que reitero mi agradecimiento por la visita y en la medida de nuestras 
posibilidades, estamos a las órdenes en esa materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los integrantes de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
tenemos el gusto de haberlo recibido y de haber compartido, aunque sea brevemente, nuestras 
respectivas visiones sobre un tema fundamental. Usted, prácticamente, ha tenido la oportunidad de 
entrevistarse con buena parte de los actores principales en la materia: a nivel del Poder Ejecutivo, con 
el Secretario de la Presidencia, con el Ministerio de Educación y Cultura, que es el que se 
interrelaciona con el Ministerio Público y Fiscal, con la Suprema Corte de Justicia y, ahora, con una de 
las Comisiones que, seguramente, tendrá una participación activa en la aprobación de estos Códigos. 
En los próximos tiempos seguramente se va a intensificar ese intercambio, no sólo con motivo del 
trabajo que se va a desarrollar, sino también con las iniciativas que nos ha trasladado, hecho por el que 
nos congratulamos. 


Agradecemos mucho su presencia y le deseamos un feliz retorno a su patria. 
SEÑOR CARRERA DOMÉNECH.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Sólo quiero añadir que si de algo estoy convencido, es de que en España no tenemos a los 
mejores procesalistas ni tampoco tenemos la llave de nada, pero sí tenemos mucho interés en trabajar, 
compartir e intercambiar experiencias, sobre todo con la comunidad iberoamericana, asunto este al 
que, de alguna manera, ya se hizo referencia. Pensamos -así nos lo demuestra la realidad-, que estos 
intercambios son siempre muy positivos, muy fructíferos y, por tanto, valen la pena. Si efectivamente 
conseguimos colaborar en esa empresa, creo que será muy provechoso para ambas partes. 


Agradezco nuevamente su interés y el tiempo que me han dispensado para poder dar cuenta 
de la actividad que estaba realizando aquí. 


Sin duda, tanto quien habla como el Consejo General del Poder Judicial de España, 
quedamos a entera disposición para cualquier cuestión en la que podamos ser de utilidad. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala el señor Letrado Jefe de Sección del Servicio de Relaciones 
Internacionales del Consejo General del Poder Judicial de España, doctor Jorge Carrera Doménech) 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 17 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


